
Resumen
Un inquietante problema de seguridad se está gestando

cerca de nuestro hogar mientras los líderes de Estados Unidos se
concentran en amenazas reales o imaginarias a la seguridad en
regiones distantes. Hay indicios de que está empeorando y que
ha aumentado abruptamente en los últimos años la violencia en
México, mayormente relacionada con el comercio de drogas ile-
gales. Dicha violencia involucra peleas por el territorio entre las
diversas organizaciones que trafican drogas, mientras buscan
obtener el control sobre el acceso al lucrativo mercado de
Estados Unidos. Estas  peleas, se extienden a luchas entre los
traficantes y las fuerzas policiales y  militares de México.

A causa de la gravedad del problema el Departamento de
Estado de Estados Unidos emitió advertencias para los esta-
dounidenses que viajan a México. El turismo de los Estados
Unidos  hacia ciudades ubicadas en la frontera de México —
donde la violencia fue más encarnizada— ha caído de manera
significativa. Pero lo más preocupante, es que la violencia se está
filtrando a través de la frontera y está llegando a comunidades en
el sudoeste de Estados Unidos.

Los funcionarios de Estados Unidos, alarmados ante el cre-
ciente poder de los cárteles de la droga de México, han presio-
nado al gobierno de Felipe Calderón para que instrumente una
campaña más vigorosa de lucha contra el narcotráfico. La
respuesta por parte de Calderón fue asignar al ejército la función
de liderar las iniciativas para eliminar a los traficantes, en lugar de
depender de las fuerzas policiales federales y locales, totalmente
corrompidas por el dinero del narcotráfico. Washington instru-
mentó la primera etapa de la denominada “Iniciativa Mérida”, en
reconocimiento al esfuerzo realizado por el gobierno de
Calderón. En junio de 2008, el Congreso aprobó una cuota de
US$400 millones, basándose en el Plan Colombia: la medida de
asistencia de lucha contra el narcotráfico de Colombia y otros
países productores de drogas ilícitas de la región andina. Este
programa, que está en su noveno año, ha costado más de
US$5.000 millones y no logró una reducción significativa en el
flujo de drogas proveniente de América del Sur. Es probable que

la Iniciativa Mérida cueste miles de millones de dólares y sea
igual de ineficaz.

El abandono del modelo de prohibición como mecanismo
para abordar el problema del narcotráfico es la única manera efi-
caz de controlar la violencia en México y su filtración hacia
Estados Unidos. Otras soluciones propuestas como, entre ellas
la de evitar la entrada de armas provenientes de Estados Unidos
en México, y la aplicación de un control más estricto en las fron-
teras o ganar (de alguna manera) la batalla contra las drogas, son
inútiles. Mientras siga vigente la estrategia prohibicionista, se
mantendrá la enorme prima de mercado negro en el precio de las
drogas ilegales, y la tentación que esa ganancia representa, com-
binada con la ilegalidad, garantiza que el comercio siga en manos
de los elementos delictivos más despiadados y más propensos a
la violencia. Si se pone fin a la prohibición que rige sobre las dro-
gas, las organizaciones delictivas que trafican narcóticos
perderían su financiamiento, y, al mismo tiempo, se permitiría
que empresas honestas participen del negocio y estén satisfechos
con márgenes de ganancia normales. La otra alternativa consiste
en arriesgarse a que México se convierta en un narcoestado
caótico, con todas las consecuencias alarmantes que ello tendría
para la seguridad de Estados Unidos.

Introducción: la creciente ola de violencia 
En México se ha registrado un repunte alarmante de la vio-

lencia, en años recientes, principalmente aquella relacionada con
el tráfico de drogas ilegales y los intentos del gobierno de México
de poner fin a ese negocio. El grado de violencia ya estaba en un
nivel preocupante en 2002 y 20031. Sin embargo, desde entonces,
la situación ha empeorado, y la matanza afecta cada vez más a
comunidades del sudoeste de Estados Unidos, a punto de repre-
sentar un problema de seguridad nacional legítimo para los
responsables del diseño de políticas de Estados Unidos.

Aunque hay casi una docena de organizaciones que trafican
drogas en México, entre ellas siete cárteles importantes, dos gru-
pos son especialmente poderosos. Uno es la Federación (algunas
veces denominada “cártel del Pacífico”), una asociación que
surgió de un acuerdo celebrado en 2006 entre el cártel de Sinaloa
y varias organizaciones secundarias mafiosas de tráfico con sede
en el estado de Sinaloa, ubicado en la costa del Pacífico, o en
zonas aledañas. El principal rival de la Federación es el cártel del
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Golfo, con sede en la ciudad de Matamoros (en el estado de
Tamaulipas, a lo largo de la parte este de la frontera con Texas).
Esta organización también tiene otra base importante más al
oeste, en la ciudad de Nuevo Laredo2. Ambos grupos son
extremadamente violentos: el cártel del Golfo posee una fuerza
de élite de choque muy potente —los Zetas— compuesta por
militares desertores, altamente entrenados en la lucha contra el
narcotráfico, que se unieron a los narcotraficantes3. Un tercer
grupo, el cártel de Tijuana (que quizás alguna vez fue la organi-
zación más poderosa), perdió un poco de poder en los últimos
años, dado que muchos de sus principales líderes fueron arresta-
dos o asesinados4. De hecho, a lo largo de los últimos seis o siete
años, el cártel de Tijuana fue blanco frecuente de operaciones
policiales y militares muy promocionadas.

Para poder obtener el control de los corredores de acceso al
lucrativo mercado de drogas en Estados Unidos, estos grupos,
en especial el cártel del Golfo y la Federación, luchan entre sí y
contra los organismos de seguridad5. En abril 2008, un incidente
registrado en Nuevo Laredo ilustra cuán audaces se han vuelto
los traficantes. Los Zetas del cártel del Golfo buscaban reclutas
abiertamente: publicaron avisos de búsqueda de personal, y col-
garon un enorme anuncio en una avenida importante, que decía:
“Grupo operativo Los Zetas te quiere a ti militar o ex militar, te
ofrecemos buen sueldo, comida y atenciones a tu familia, ya no
sufras maltratos y no sufras hambre”6.

Hasta las supuestas victorias en la guerra contra las drogas
resultan, en el mejor de los casos, éxitos parciales. Como señala
Stratfor, una consultora de evaluación del riesgo: “La violencia
entre cárteles tiende a aumentar cuando las autoridades de
Estados Unidos o México logran debilitar o desbaratar una
determinada organización. Si los grupos rivales creen, en un
momento específico, que una organización no podrá defender su
territorio, se lanzan a luchar, no solo con esa organización, sino
con las demás, que también buscan tomar el control”7.

Las batallas por el territorio han sido salvajes. Más de 1.300
personas perdieron la vida en hechos de violencia relacionados
con las drogas, en 2005; el total anual había llegado a 2.673 en
2007. Y sigue empeorando. A principios de agosto de 2008, la
cantidad de víctimas fatales registrada en el año ya había supera-
do el total de 20078. A mediados de noviembre, algunas estima-
ciones sugerían que la cifra superaba las 4.5009.

Los episodios de este año fueron especialmente cruentos. A
principios de mayo, más de 100 personas fueron asesinadas en
solo una semana. En septiembre, durante las fiestas patrias de
México, los sicarios de una pandilla de narcotraficantes lanzaron
dos granadas hacia una multitud que celebraba la festividad en la
ciudad de Morelia: ocho personas perdieron la vida, y docenas
resultaron heridas. A fines de octubre, a lo largo de un período
de siete días, 50 personas murieron en tiroteos o ejecuciones en
una sola ciudad: Tijuana10.

Aunque todo indica que la mayoría de las víctimas partici-
paban del tráfico de drogas, las peleas también se cobraron la
vida de cientos de policías y soldados. Muchos miembros del
personal policíaco se sienten sitiados. En mayo de 2008, tres
jefes de la policía de México solicitaron asilo político en Estados

Unidos, por las amenazas de los cárteles de drogas contra ellos y
sus familias11. También hay otras víctimas, cuya cantidad es cada
vez mayor: desde 2000, ya son 24 los periodistas asesinados en
ejecuciones12. A raíz de esto, muchos periodistas se niegan ter-
minantemente a cubrir noticias relacionadas con los cárteles13. Y,
además, están los inocentes que quedan en medio del fuego
cruzado cuando estallan las peleas entre las pandillas o entre los
miembros de las pandillas y las autoridades. Michael Miller, co-
rresponsal de Newsweek, señala que este año, entre las víctimas
inocentes, hay una niña de Ciudad Juárez, seis personas que
murieron frente a un centro recreativo en la misma ciudad, una
joven de 14 años en Acapulco, dos niños en Tijuana y muchas
otras personas que solo estuvieron en el lugar equivocado en el
momento equivocado14.

La violencia, en ocasiones, adopta características especial-
mente espantosas. Las víctimas suelen tener rastros de torturas
prolongadas, y una de las tácticas que prefieren los cárteles cuan-
do quieren enfatizar algo consiste en decapitar a sus víctimas y
dejar las cabezas en lugares muy visibles15. Hace dos años, las
cabezas de un comandante de la policía y uno de sus agentes
fueron clavadas en una cerca en frente a la estación de policía de
Acapulco, el importante centro turístico de la costa del Pacífico16.
Poco tiempo después, cinco cabezas fueron lanzadas sobre la
pista de baile en un club nocturno en el estado de Michoacán.
También dejaron cabezas cerca de escuelas, tribunales y otras
instalaciones del gobierno17.

Pamela Starr, una especialista en relaciones internacionales
de la University of Southern California, concluye que la cantidad
de víctimas en México se acerca actualmente “a las de un país
sumido en una guerra civil”18. En abril de 2008, el Departamento
de Estado de Estados Unidos advirtió a los viajeros de Estados
Unidos que las batallas entre las pandillas traficantes de drogas (y
entre esas pandillas y las fuerzas policiales y militares de México)
en partes del norte de México eran tan serias que constituían “el
equivalente a combates de pequeñas unidades militares y que uti-
lizaban ametralladoras y granadas de fragmentación”19. Esa
advertencia sigue en pie.

El efecto adverso de los enfrentamientos ha sido especial-
mente notable en las ciudades de México linderas con la frontera
de Estados Unidos. En Tijuana, los comerciantes creen que el
turismo ha disminuido hasta el 90% respecto de 2005, año en el
que, según las estimaciones, cuatro millones de personas visi-
taron la ciudad. La mitad de los negocios del centro de la ciudad
—unos 2.400— han cerrado sus puertas a lo largo de los últimos
tres años. Manuel Roig-Franzia, corresponsal del Washington
Post, señala que la situación no es mucho mejor en otras ciudades
fronterizas. Los mercados vacíos “han pasado a ser lo normal en
Ciudad Juárez” (directamente junto a El Paso, del otro lado de la
frontera), mientras que en Nuevo Laredo cinco hoteles impor-
tantes cerraron20. Los principales destinos turísticos de México,
como Cancún y Acapulco, estuvieron significativamente mejor
hasta ahora, pero los funcionarios y los líderes de negocios están
cada vez más nerviosos, a medida que proliferan informes acer-
ca de las matanzas que afectan a otras áreas.
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Efecto sobre los estadounidenses
La crisis que sufre México ha dejado de ser una preocu-

pación solo para ese país. La violencia está afectando cada vez
más a los estadounidenses que viajan a México o hacen negocios
allí, e incluso existe una cantidad preocupante de incidentes en
los que la violencia generada en México cruzó la frontera y llegó
a Estados Unidos.

Un informe del Departamento de Estado publicado en
agosto de 2008 señala que 131 ciudadanos estadounidenses
fueron víctimas de homicidios o “ejecuciones” en México entre
el 1 de julio de 2005 y el 30 de junio de 200821. La mayoría de
estas personas murieron en ciudades cercanas a la frontera entre
México y Estados Unidos, donde se dieron las luchas más encar-
nizadas relacionadas con el tráfico. Algunas de esas personas
estaban sin duda involucradas en el tráfico de drogas, pero otras
no. A decir verdad, ni siquiera el hecho de formar parte de una
familia importante parece garantizar la inmunidad: en junio de
2008, una familiar del representante Silvestre Reyes (demócrata,
de Texas) fue secuestrada en Ciudad Juárez, una de las áreas de
mayor actividad de pandillas de traficantes22.

Hay indicios de que distintas personas  han sido atacadas
dentro de los Estados Unidos por los sicarios de los cárteles. En
los últimos dos años, siete personas fueron víctimas de ejecu-
ciones en Laredo, Texas, separada por el Río Grande de una de
las ciudades más violentas de México, Nuevo Laredo. Se cuenta
entre las víctimas un hombre al que los sicarios siguieron y
asesinaron cerca de su trabajo, y otro al que balearon en el esta-
cionamiento de un popular restaurante. Las autoridades
arrestaron y condenaron a dos sicarios del cártel del Golfo por
la serie de ejecuciones23. En octubre de 2008, un niño de Las
Vegas fue secuestrado porque un familiar, supuestamente, debía
dinero a una de las organizaciones traficantes de México24.

Los cárteles ya son suficientemente audaces como para
incluir en forma específica en las listas de ejecución a esta-
dounidenses que residen en Estados Unidos. En junio de 2008,
los funcionarios del Servicio de Inmigración y Control de
Aduanas de Estados Unidos obtuvieron lo que parece ser una
lista de objetivos de uno de los cárteles. La lista supuestamente
comprende a veinte personas, que en su mayoría viven en el sur
de Nuevo México, pero también en Albuquerque, Nuevo
México, y El Paso, Texas. La lista incluso menciona a un sheriff
del condado Luna, ubicado en Nuevo México25. Se ha convertido
en algo habitual que los cárteles publiquen listas de ciudadanos
mexicanos, entre ellos oficiales de policías, pero esto constituye
un nuevo nivel de temeridad.

Inclusive los funcionarios de Estados Unidos reconocen que
la violencia relacionada con las drogas en México no respeta
fronteras. Ya en el tercer trimestre de 2005, John P. Walters,
director de la Oficina de Política Nacional para el Control de
Drogas durante el gobierno de Bush, señaló: “La matanza de
traficantes rivales ya se está filtrando a través de la frontera. Se
están asesinando a testigos. No creemos que la frontera sea una
protección”26. En junio de 2008, Walters volvió a destacar esa
característica de derrame: “El carácter espeluznante de parte de
esta violencia y la brutalidad de estos grupos no respetarán las

fronteras. No las respetan ahora”. La violencia no solo se filtra a
través de la frontera, sino que también “llegará más agresiva-
mente a cualquier lugar en el que considere que puede sobrevivir
y apropiarse de poder y dinero brutalmente”27. Un oficial de nar-
cóticos de Dallas también hizo referencia a un efecto derrame:
“Estamos registrando una cantidad alarmante de incidentes con
el mismo tipo de violencia que se está tornando demasiado
habitual en México, justo aquí, en Dallas. Tenemos asesinatos
que parecen ejecuciones, cuerpos quemados y mutilaciones. […]
Es como si las batallas que pelean en México por el territorio
hubieran llegado a Dallas”28. El representante Henry Cuellar
(demócrata, de Texas) llega a una conclusión similar: “Si ana-
lizamos la presencia mexicana de parte de los cárteles de drogas
mexicanos en Estados Unidos, vemos que están en Laredo, en
San Antonio, en Houston, en Dallas y en otras áreas”29.

Cada vez más el personal de seguridad de Estados Unidos,
en especial los agentes de la Patrulla Fronteriza, es blanco de la
violencia en el lado estadounidense de la frontera. Un informe de
2006 confeccionado por la mayoría de la Comisión de Seguridad
Nacional de la Cámara de Representantes sostiene que, en una
época, los contrabandistas “dejaban las drogas o abandonaban
sus vehículos cuando se topaban con los agentes de seguridad de
Estados Unidos”. Las cosas han cambiado. “En el clima actual,
los miembros de la Patrulla  Fronteriza de Estados Unidos
reciben disparos desde el otro lado del río, y los agentes y los
ayudantes del sheriff son atacados con armas automáticas mien-
tras los cárteles recogen su contrabando”30. Algunos ataques
fueron realizados por mexicanos con uniforme militar. No se
sabe a ciencia cierta si se trata de contrabandistas que robaron
los uniformes o si hay elementos deshonestos de las fuerzas
armadas de México que están atacando al personal de seguridad
de Estados Unidos, ayudando a de los traficantes.

De acuerdo con un informe del Departamento de Seguridad
Nacional, solo en los primeros nueve  meses de 2007 se regis-
traron 25 incursiones de personal militar o policial mexicano,
algunas de las cuales se realizaron en respaldo de operaciones de
tráfico de drogas31. Los partidarios de una seguridad más rígida
en la frontera argumentan que la situación es mucho más grave
que lo que admite el Departamento de Seguridad Nacional. El
representante Duncan Hunter (republicano, de California)
sostiene que hubo más de 200 incursiones militares mexicanas
entre enero de 2006 y agosto de 200832. El representante Tom
Tancredo (republicano, de Colorado), refiriéndose a un incidente
del 31 de octubre de 2008 en el que se arrestó a siete soldados
mexicanos cerca de Yuma, Arizona, alegó: “Esto no es algo poco
habitual. A menudo, ocurre porque las fuerzas armadas de
México ofrecen protección básicamente para ingresar drogas a
nuestro país a través de la frontera y/o crean una distracción
para que nuestros agentes se alejen del lugar por el que cruzarán
las drogas”33. Si bien es probable que parte de las incursiones
corresponda a errores inocentes, en una frontera que no siempre
está bien demarcada, otras son definitivamente sospechosas. Por
ejemplo, a principios de agosto, algunos miembros del personal
militar mexicano detuvieron a punta de pistola a un agente de la
Patrulla Fronteriza de Estados Unidos. No se retiraron sino
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cuando la Patrulla envió refuerzos al lugar34.
Un boletín de inteligencia del FBI de octubre de 2008 que

obtuvo el Washington Times sugiere que las organizaciones
mafiosas de drogas se están tornando más agresivas aún al
momento confrontar a los agentes de la Patrulla Fronteriza de
Estados Unidos y a otros agentes. Supuestamente, los Zetas
están acumulando armas en guaridas ubicadas dentro de Estados
Unidos, especialmente en el sur de Texas. Se dice también que el
líder regional de cártel del Golfo envió refuerzos para que
tomaran posiciones en un área de operaciones tácticas (o
“plaza”) en el área cercana a las ciudades de McAllen y Mission,
en Texas, a unas cinco millas de la frontera con México. Dichos
refuerzos estaban armados con rifles de asalto, chalecos antibalas
y granadas35. Según el boletín, la principal responsabilidad de las
células de  refuerzos consistía en “buscar a personas que debían
dinero al cártel por cargamentos de drogas o ganancias perdidos,
robados o incautados”. Esas personas, que son en su mayoría
ciudadanos estadounidenses o  residentes en Estados Unidos, se
ven obligadas a pagar, so pena de ser secuestrados. Las células de
la plaza también “buscan y eliminan proactivamente a grupos
rivales que contrabandean drogas o personas”. Los agentes de
los Zetas recibieron instrucciones de “combatir a las fuerzas de
seguridad con una respuesta táctica integral, si dichas fuerzas
tratan de intervenir” en las operaciones del cártel en Texas36.

Solución falsa: detener el flujo de armas hacia
México

El gobierno de México respondió a las quejas de
Washington acerca del aumento de la violencia culpando a las
leyes de tenencia de armas de Estados Unidos, supuestamente
laxas. El fiscal general de México, Eduardo Medina Mora, carac-
terizó esa postura cuando dijo: “Creo que las leyes [sobre la
tenencia de armas] estadounidenses son absurdas”, porque
“hacen muy fácil que los ciudadanos puedan obtener armas”37.

Los partidarios del control de la tenencia de armas en
Estados Unidos han adoptado la misma idea. Una editorial del
New York Times resumió la lógica del fortalecimiento de las
restricciones sobre la tenencia de armas como medio para com-
batir el narcotráfico al sur de la frontera  de manera más eficaz:
“No hay manera de que México derrote a los traficantes si nues-
tro país no está dispuesto a hacer más cosas para combatir el nar-
cotráfico puertas adentro, comenzando con un compromiso
claro de detener a los contrabandistas de armas”38. La especia-
lista de la University of Southern California, Pamela Starr, va
más allá y sostiene que los líderes de Estados Unidos deberían
concentrarse “en el flujo hacia el sur de armas y municiones, que
está impulsando una explosión de violencia relacionada con las
drogas en México”. Starr destaca que, según el gobierno de
México, “una proporción estimada en 97% de las armas que uti-
lizan los cárteles mexicanos —entre ellas lanzadores de granadas
de tipo militar y armas de asalto— se adquieren en tiendas de
artículos deportivos y exposiciones de armas en el lado esta-
dounidense de la frontera y luego se contrabandean hacia
México”. La solución que propone es una “iniciativa a nivel del
Gabinete para atacar el comercio ilegal de armas. La partici-

pación de los departamentos de Seguridad Nacional, Justicia,
Estado, Defensa y del Tesoro es necesaria”. Haciéndose eco de
los argumentos de los líderes políticos de México, Starr afirma:
“Estados Unidos está posibilitando la matanza en México.
Tenemos la responsabilidad moral de dejar de armar a los
asesinos y secuestradores: nuestra seguridad nacional lo exige”39.

Hasta algunos líderes políticos de Estados Unidos han acep-
tado la explicación que dio el gobierno de México sobre el
aumento de la violencia. En junio de 2008, los gobiernos de
Bush y Calderón anunciaron un nuevo programa, denominado
“Armas Cruzadas”, cuyo objetivo es el control del flujo de armas
desde Estados Unidos hacia México. El senador Charles
Grassley (republicano, de Iowa), defendió la iniciativa: “A medi-
da que ingresan drogas a nuestro país, salen dinero y armas de
fuego ilegales. Le debemos a nuestros vecinos la ayuda para con-
trolar el contrabando saliente”40.

La idea de que la violencia en México se reduciría si Estados
Unidos contara con leyes más restrictivas para las armas de
fuego carece de lógica y de fundamentos empíricos. Las organi-
zaciones traficantes de México no tendrían mayores problemas
para obtener todas las armas que deseen en el mercado negro de
México y otros países. Después de todo, los traficantes hacen sus
fortunas operando en el mercado negro de otro producto y
cuentan con enormes recursos financieros para comprar
cualquier cosa que necesiten para sus negocios. Incluso si
suponemos que es correcta la estimación del gobierno de
México y que el 97% de las armas que utilizan los cárteles
provienen de tiendas y exposiciones de armas en Estados
Unidos —y los funcionarios mexicanos no son fuentes precisa-
mente objetivas para proporcionar esas estadísticas—, lo cierto
es que los traficantes recurren a esos puntos de venta porque son
más prácticos y convenientes, no porque no haya otras opciones.
Podríamos cerrar todas las tiendas de artículos deportivos en los
estados del sudoeste y no lograríamos desarmar a los traficantes.
Si Washington y los gobiernos estaduales adoptaran las “refor-
mas” de las leyes de tenencia de armas que exige el gobierno de
México, no lograrían mucho más que perjudicar a los propietar-
ios y vendedores de armas de Estados Unidos que respetan la ley.

Además, la investigación sobre leyes de tenencia de armas
restrictivas, tanto en Estados Unidos como en jurisdicciones
extranjeras, revela que no hay correlación entre la dureza de las
leyes y la disminución de los homicidios y otros delitos41. Los
intentos de culpar a las leyes de Estados Unidos por el caos en
México son ingenuos o un esfuerzo cínico de buscar un chivo
expiatorio. El endurecimiento de las leyes sobre tenencia de
armas en Estados Unidos (suponiendo que fuera una opción
políticamente viable) no es una solución para la violencia en
México.

Solución falsa: sellar la frontera
Una medida que goza de una popularidad cada vez mayor

entre los estadounidenses para controlar la violencia relacionada
con las drogas que ingresa a Estados Unidos proveniente de
México es la de instrumentar un marcado aumento de la seguri-
dad en las fronteras42. Los partidarios de este enfoque ensalzan la
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supuesta eficacia de las medidas tomadas hasta el momento,
aunque presionan para obtener iniciativas más duras. El repre-
sentante Duncan Hunter combina ambas ideas:

Si bien en los últimos años progresamos un poco en la
creación de una frontera más segura, todavía tenemos
mucho por hacer. A futuro, debemos seguir fortale-
ciendo la seguridad, con más hombres, tecnología e
infraestructura, incluido el uso de la herramienta de
protección más confiable y eficaz hasta el momento:
vallas de seguridad en la frontera.
Al igual que lo que ocurre en la actualidad en muchas
otras áreas de la frontera, el corredor que existía entre
Tijuana, México y San Diego, California, se consideró
durante muchos años la  ruta de contrabando más pro-
lífica y peligrosa del país. No fue sino hasta que hice ley
la construcción de una valla doble en la frontera que
los contrabandistas de drogas y las pandillas armadas
perdieron el control del corredor y que las condiciones
a ambos lados de la frontera comenzaron a mejorar43.
Lo que Hunter no dijo es que los traficantes sencillamente

desplazaron su corredor de tránsito favorito un poco más al este
y que comenzaron a ingresar a California a través de una región
desértica más remota, en lugar de hacerlo por el área metropo-
litana de San Diego, más urbanizada, más visible y más protegi-
da. No hay evidencia que indique que las vallas y la mayor vigi-
lancia hayan representado más que una ligera molestia para los
traficantes.

Aunque la principal razón detrás de la aprobación de la “Ley
de valla segura” de 2006 fue el enojo por el ingreso desmedido
de inmigrantes indocumentados, la preocupación por el nar-
cotráfico y la violencia que este trae aparejada también fue un
factor. El representante Hunter se refirió a ese motivo con fran-
queza: “Las constantes confrontaciones con militares mexi-
canos, al igual que los traficantes de drogas y los inmigrantes ile-
gales que tratan de llegar a Estados Unidos a través de México,
también ilustran por qué las vallas y otros tipos de infraestruc-
tura son tan importantes para la seguridad y la protección de
nuestra frontera”44. Parte importante de la resistencia a financiar
totalmente las medidas antidrogas en México provino de miem-
bros del Congreso, entre ellos de la influyente senadora Kay
Bailey Hutchison (republicana, de Texas), que quieren destinar
una mayor proporción del dinero a potenciar la seguridad en el
lado estadounidense de la frontera45.

Las propuestas de cerrar o “asegurar” la frontera con
México no son realistas. El deseo de aumentar la seguridad en la
frontera es comprensible, y algunas medidas adicionales podrían
ser útiles, pero la logística que conlleva buscar una reducción
drástica de las incursiones en la frontera terrestre con México, de
1.952 millas, es demasiado complicada. Ese objetivo no solo
implicaría construir el equivalente del Muro de Berlín en
América del Norte, sino también el despliegue de miles de
agentes de seguridad entrenados (y, posiblemente, militares) para
que hagan guardia y prevengan que se produzcan violaciones a
la valla. Es innegable que las medidas menos ambiciosas, como

la construcción de vallas endebles y las apariciones periódicas de
la Patrulla Fronteriza de Estados Unidos, no funcionaron. Todos
los años, cientos de miles de inmigrantes no autorizados cruzan
la frontera en sectores remotos de los estados del sudoeste. Si
esos sistemas no logran impedir el ingreso de inmigrantes
comunes, no podemos esperar que logren detener a traficantes
profesionales.

Incluso si fuera posible cerrar la frontera terrestre, las orga-
nizaciones traficantes tienen maneras ingeniosas de lidiar con
estos obstáculos. En varias ocasiones, las autoridades de Estados
Unidos detectaron túneles que pasan por debajo de la frontera.
Algunas de esas instalaciones son increíblemente sofisticadas,
con luz eléctrica, rieles y aire acondicionado46. El control de la
frontera sobre la tierra no es garantía de que esta esté controla-
da bajo la tierra.

Además del problema de lidiar con las filtraciones de drogas
y violencia en la frontera terrestre, debemos tener en cuenta que
los traficantes pueden obviarla totalmente e ingresar a Estados
Unidos por la extensa costa del Golfo de México o por la costa
de California. Además de utilizar lanchas a motor (el método
más habitual), los cárteles mexicanos comenzaron a imitar a sus
pares de Colombia, utilizando submarinos para que sus produc-
tos lleguen a los mercados47. Los traficantes de drogas también
pueden rodear las vallas y los puntos de control fronterizos evi-
tando los radares y volando por sobre la frontera en aviones
pequeños. De hecho, parece que los cárteles tienen toda una
flota de aviones de ese tipo para que sus envíos lleguen a
Estados Unidos48.

El enorme tamaño de la tarea significa que los programas
para cerrar la frontera son tan inútiles como los intentos de
detener el flujo de armas hacia el Sur si lo que se quiere es solu-
cionar los problemas del tráfico de drogas y la violencia que trae
aparejada. Los políticos deben buscar medidas eficaces en otros
horizontes. Por desgracia, la propuesta más popular consiste en
redoblar los esfuerzos para ganar la batalla contra las drogas:
otra falsa panacea.

Falsa solución: ganarle la batalla a las drogas
La política de Estados Unidos parece dar por sentado que,

si el gobierno de México puede eliminar a los zares de la droga,
sus organizaciones se desmoronarán y, de ese modo, se reducirá
enormemente el ingreso de drogas ilegales a Estados Unidos.
Washington respaldó esa política con un importante paquete de
ayuda, la Iniciativa Mérida, para ayudar a financiar reformas de
cumplimiento de la ley y otras medidas antidroga. A mediados
de 2008, el Congreso de Estados Unidos aprobó la primera
cuota (US$400 millones) de la Iniciativa que fue diseñada como
un programa multianual de US$1.400 millones y que tomó como
modelo al Plan Colombia, la iniciativa que comenzó en 2000
para Colombia y sus vecinos andinos49. Con toda probabilidad,
el costo final de la Iniciativa Mérida terminará superando los
US$1.400 millones estipulados, al igual que el Plan Colombia,
que ya dura más de siete años y cuyo costo trepó a más de
US$5.000 millones.

Los funcionarios de Estados Unidos celebraron la voluntad
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del gobierno mexicano de Felipe Calderón de priorizar la lucha
contra las drogas —y, en particular, la captura de las principales
figuras del tráfico—. El Informe sobre estrategia internacional de
control de narcóticos de 2008  (International Narcotics Control
Strategy Report) del Departamento de Estado elogió a Calderón
por poner en marcha “agresivas operaciones en todo México
para reafirmar el control en áreas que cayeron bajo el dominio
virtual de los cárteles de la droga”. El informe señaló, además,
que las autoridades de México extraditaron a Estados Unidos la
cifra récord de 83 fugitivos, entre los que estaba el líder del cár-
tel del Golfo, e incautaron más de 48 toneladas métricas de
cocaína en 2007, más del doble que en 200650.

Desde la asunción al cargo de Calderón, en 2006, el gobier-
no de México asignó por primera vez un papel central a los mi-
litares en la lucha contra los traficantes. Hoy en día, unos 36.000
soldados participan en ella, además de varios miles de agentes de
policía federales. Sin embargo, el principal resultado de esa
estrategia ha sido que la violencia se ha intensificado aún más y
que cada vez más miembros de las fuerzas militares son blancos
de ataque. Además, los militares ahora se ven expuestos a la
tentación de la corrupción financiera que tanto comprometió a
las fuerzas policiales locales y federales.
Las estrategias de decapitación no funcionan

La creencia de que, mediante la neutralización de los cere-
bros de la droga en México, se puede lograr una reducción
duradera del tráfico de drogas es el mismo supuesto que hicieron
los funcionarios de Estados Unidos con respecto a la ofensiva
contra los cárteles de Medellín y Cali, en Colombia, en los años
noventa. Los acontecimientos posteriores demostraron que ese
supuesto es erróneo. De hecho, un informe publicado en
octubre de 2008 por la Oficina de Responsabilidad
Gubernamental (GAO, por su sigla en inglés) llegó a la con-
clusión de que, si bien el cultivo de la amapola del opio y la pro-
ducción de heroína se habían reducido desde el comienzo del
Plan Colombia, el cultivo de coca y la producción de cocaína (la
droga más exportada del país), en realidad, se habían incremen-
tado el 15% y el 4%, respectivamente51. La eliminación de los
cárteles de Medellín y Cali no hizo más que descentralizar el
comercio de drogas en Colombia. En lugar de dos grandes orga-
nizaciones que controlen el comercio, hoy lo hacen unos 300
grupos más pequeños y flexibles.

Más relevante aún es que el arresto y asesinato de
numerosos zares de la droga en Colombia y México a lo largo de
los años no tuvo consecuencias significativas en la cantidad de
droga que ingresa a Estados Unidos. Cuando se le corta una
cabeza a la Hidra contrabandista de drogas, lo único que se con-
sigue es que varias otras crezcan en su lugar.

En rigor, cabe preguntarse cuán seria será la campaña
antidroga en México a largo plazo. Las autoridades de Estados
Unidos tenían la esperanza de que el predecesor de Calderón,
Vicente Fox, desbaratara el tráfico de drogas, y lo mismo ocu-
rrió con gobiernos de México anteriores, pero de todos esos
casos surgió un patrón ostensible. Antes, los presidentes que
asumían el poder en México solían esforzarse por hacer sentir a
los encargados de formular políticas en Estados Unidos que

estaban comprometidos a cooperar con Washington y a
enfrentarse a los zares de la droga. Pocos años después, los
esfuerzos iban menguando hasta volverse inútiles, a causa de la
corrupción oficial.
El problema de la corrupción

El factor de la corrupción hace particularmente improbable
que Calderón logre ningún progreso más duradero que los go-
biernos anteriores contra el comercio de drogas. El año pasado,
salieron a la luz varios grandes escándalos. En abril de 2008, las
autoridades detuvieron al jefe de policía de Reynosa por la pre-
sunta protección de miembros del cártel del Golfo52. En octubre,
los fiscales denunciaron que algunos empleados de la
Procuraduría General trabajaban para un subgrupo del cártel de
Sinaloa. Presuntamente, dos empleados de jerarquía alta de la
unidad de delito organizado y por lo menos tres oficiales de la
policía federal asignados a ella transmitían información al cártel
sobre objetivos de vigilancia y posibles allanamientos. Se supone
que recibían pagos de entre US$150.000 y US$450.000 por mes
por esa información53. Menos de dos semanas después, los fis-
cales anunciaron que Rodolfo de la Guardia García, el número
dos de la Agencia Federal de Investigación de México entre 2003
y 2005, estaba bajo arresto domiciliario preventivo por una
investigación de denuncias de que él también había filtrado
información al cártel de Sinaloa54. Los escándalos siguieron a
fines de noviembre, cuando el gobierno anunció el arresto de
Noé Ramírez, que, hasta julio de 2008, había sido el jefe de la
Subprocuraduría de Investigación Especializada en Delincuencia
Organizada, por la presunción de haber sido sobornado por
traficantes55. Ramírez había gozado de la alta estima del presi-
dente Calderón por su labor en el diseño de políticas de lucha
contra las drogas y como nexo principal con los funcionarios
antidroga de Estados Unidos.

El monto de los supuestos sobornos pone de relieve por
qué el personal mexicano de aplicación de la ley es tan suscepti-
ble a la corrupción de los cárteles. Si cooperan con las organiza-
ciones de tráfico de drogas, estas personas pueden ganar más —
con frecuencia, mucho más— en un solo mes de lo que podrían
esperar ganar en años con sus empleos legales; en algunos casos,
más de lo que podrían ganar en décadas56. Es una tentación difí-
cil de resistir. Según un ex policía de nivel intermedio de Tijuana:
“Casi no hay oficial de policía mexicano en la frontera con
Estados Unidos que no esté involucrado con el comercio de
drogas. Incluso si uno intenta resistirse, sus superiores lo presio-
nan para que ceda o lo marginan”57. Este oficial tuvo que renun-
ciar a la Fuerza después de ver cómo su comandante aceptaba
un soborno por US$5.000 para pasar por alto el contrabando de
droga en su sector.

Como es de esperarse, la corrupción relacionada con las
drogas, desde los oficiales de policía de bajo rango hasta los fun-
cionarios de las más altas esferas, es de larga data en México. En
los años noventa, encontraron al Comandante de la Policía
Nacional con US$2,4 millones en el baúl de su auto. Más tarde,
se lo condenó por dar más de US$20 millones a otro funcionario
del gobierno para comprar protección para uno de los zares de
la droga más afamados de México58. Tal vez el incidente más ver-
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gonzoso antes del arresto de Ramírez ocurrió a mediados de la
década de 1990, cuando el presidente Ernesto Zedillo nombró
al General José de Jesús Gutiérrez Rebollo nuevo zar antidroga
de la lucha contra la droga en el país. Gutiérrez Rebollo parecía
tener antecedentes brillantes en el combate del narcotráfico; por
ejemplo, había dirigido personalmente una muy publicitada reda-
da contra el jefe del cártel de Sinaloa. Los funcionarios de
Estados Unidos celebraron con entusiasmo el nombramiento de
Gutiérrez Rebollo. Su par estadounidense se deshizo en elogios:
“Se lo conoce por su impecable integridad […] Es una persona
muy seria”59. Tres meses después, el gobierno de México anun-
ció que su nueva autoridad en la lucha contra la droga estaba en
una cárcel de máxima seguridad, acusado de aceptar sobornos y
proteger al mayor traficante de drogas del país. Sin duda, el
General había sido duro con el tráfico de droga. Es decir, con las
organizaciones que competían con el cártel de su cliente.

Sin embargo, el último escándalo de la Procuraduría
General sugiere que la corrupción relacionada con la droga
puede no circunscribirse a los organismos del gobierno de
México. Según se informa, uno de los sospechosos en ese episo-
dio dijo a los investigadores que le pagó a un espía en la emba-
jada de Estados Unidos por información sobre las operaciones
en México de la Administración de Drogas de Estados Unidos60.

Tanto en México como en Estados Unidos, aquellos que
combaten la droga buscan en forma reiterada una explicación a
las desagradables sorpresas en  materia de corrupción. Por ejem-
plo, cuando Noé Ramírez fue arrestado, Thomas Schweich, ex-
secretario de Estado adjunto interino para Asuntos de
Narcóticos Internacionales y Aplicación de la Ley, declaró:
“Considero que toda esta situación es alentadora. Si uno es un
funcionario corrupto, ya no es inmune a la acción judicial sin
importar la jerarquía. Eso demuestra una gran voluntad política
por parte de Calderón”61. La extraña lógica de que cuanto peor
estén las cosas, mejor están en realidad no se restringe al tema de
la corrupción; se extiende también a la ola de violencia. Un
artículo reciente de The Economist señalaba que por lo menos
4.000 personas fueron asesinadas en 2008 en incidentes rela-
cionados con traficantes. “Los funcionarios dicen que se trata de
una señal de que la presión del Gobierno [sobre las pandillas de
narcotraficantes] está haciendo efecto”62. La realidad es que los
acontecimientos malos que suceden no suelen ser más que cosas
malas, y son indicio de que la situación no mejora sino que se
deteriora.

No resulta sorprendente que las iniciativas antidroga  orien-
tadas hacia el lado de la oferta hayan fracasado en Colombia y
otros países y ahora estén fracasando en México. El comercio
mundial de drogas ilegales es una industria muy importante y
extremadamente lucrativa, que se estima en US$320.000 mi-
llones por año, y en general se calcula que la porción de ese co-
mercio que corresponde a México es de entre US$25.000 y
US$35.000 millones63. Estados Unidos constituye el mayor mer-
cado minorista, pero su demanda no es el único factor relevante.
En realidad, el mercado estadounidense es relativamente
maduro, y el consumo total no difiere demasiado del que existía
una o dos décadas atrás. Las principales áreas de crecimiento de

la demanda están en Europa oriental, los estados de la ex Unión
Soviética y algunas partes de Medio Oriente y América Latina.
Según las Naciones Unidas, hubo un aumento notable en el con-
sumo de opiáceos en toda Europa oriental y Asia central, en
especial en los estados de la ex Unión Soviética. En Europa o-
riental, el principal aumento se registró en el consumo de cocaí-
na64. En Medio Oriente, incluso una sociedad tan autoritaria
políticamente y tan conservadora religiosamente como Irán está
experimentando un aumento repentino tanto en el tráfico como
en el consumo de drogas, en especial de heroína. El problema
llegó a un punto tal que el representante del Líder Supremo en
una provincia describió al abuso y tráfico de drogas como el
“problema más espinoso” de la sociedad iraní65. En conclusión,
la demanda mundial de drogas ilegales es sólida y probablemente
siga siéndolo.
La victoria resulta imposible frente a la demanda sólida de
los consumidores

Esta aleccionadora realidad tiene consecuencias ominosas
para la estrategia que siguen propugnando los defensores de una
“guerra contra la droga”, que, desde hace tiempo, consta de dos
componentes principales. El primero es eliminar el ingreso de
drogas provenientes de países productores, mediante diversos
métodos de erradicación de estos cultivos, asistencia al desarro-
llo para promover oportunidades económicas alternativas, inter-
dicción de cargamentos de droga y supresión de las actividades
de lavado de dinero. El segundo componente es reducir de ma-
nera significativa la demanda en Estados Unidos mediante una
combinación de sanciones penales, programas de rehabilitación
y campañas educativas antidroga.

En el mejor de los casos, los esfuerzos por reducir la
demanda interna dieron resultados apenas modestos; aún menos
eficaz fue la campaña orientada hacia el lado de la oferta.
Además, dado que la demanda mundial sigue creciendo, incluso
si los que combaten las drogas alcanzaran su meta de reducir
más sustancialmente el consumo en Estados Unidos, tendrían
poco efecto sobre las organizaciones narcotraficantes. La
demanda mundial es más que suficiente para atraer y retener a
traficantes dispuestos a correr riesgos para satisfacer esa deman-
da. Y, como la ilegalidad del comercio genera una enorme prima
de mercado negro (dependiendo de qué droga se trata, no
menos del 90% del precio minorista), las ganancias potenciales
para las organizaciones de tráfico de drogas son gigantescas66.
Por lo tanto, las estrategias orientadas hacia el lado de la oferta
pretende desafiar las leyes básicas de la economía, con resultados
previsibles. Es una estrategia destinada al fracaso, y la insistencia
de Washington en persistir en ella le genera graves problemas de
corrupción y violencia en México, un país clave tanto en térmi-
nos de producción como de tránsito.

Es decir que la idea de que la solución a la violencia en
México es ganarles la batalla a las drogas es una quimera al igual
que las otras dos supuestas soluciones. Dada la salud de la
demanda mundial, no hay perspectivas de erradicar —ni siquiera
de reducir sustancialmente— el comercio de drogas ilegales. Hay
una sola medida que tendría consecuencias significativas.
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La única solución real
La cruda realidad es que el modelo de prohibición no hace

más que empujar el comercio a la clandestinidad y crear un
enorme potencial de ganancias en el mercado negro que atrae a
delincuentes violentos. Inclusive el Departamento de Estado de
Estados Unidos reconoció este punto, aunque mantiene ciega-
mente su compromiso con una estrategia  basada en la prohibi-
ción:

Las organizaciones narcotraficantes poseen y emplean
el instrumento más perfecto de la corrupción: dinero.
El comercio de la droga tiene acceso a montos casi
inimaginables. No hay otro producto de tan fácil acce-
so, de producción tan barata ni de renovación tan fácil
como las drogas ilegales. Todo eso ofrece márgenes de
ganancias exorbitantes que permiten a los delincuentes
generar ingresos ilícitos a una escala sin precedentes en
la historia67.
Los gobiernos de todo el mundo parecen comenzar a com-

prender los problemas que causa una estrategia de prohibición
estricta. Algunos países, como los Países Bajos y Portugal, adop-
taron medidas de  despenalización (de facto o de jure) de la po-
sesión y uso de pequeñas cantidades de droga68. Esa perspectiva,
también, se está arraigando en el hemisferio occidental. La
Presidenta de Argentina manifestó su apoyo a la despenalización
del consumo de drogas, y el  Presidente de Honduras fue más
allá y planteó la legalización del uso de drogas69. Incluso, esa ten-
dencia parece estar creciendo en el mismo México. El PRD
(Partido de la Revolución Democrática), el mayor partido de
oposición del país, llamó a la legalización de las drogas, y hasta
el presidente Calderón propuso la despenalización de la po-
sesión de cantidades reducidas de drogas ilegales de venta calle-
jera70.

Estas propuestas constituyen pequeños pasos en la direc-
ción correcta y, sin duda, son más sensatas que el apoyo impul-
sivo de Washington a la prohibición generalizada. La legalización
e incluso la despenalización de la posesión de drogas tienen la
ventaja de que no estigmatizan (ni, como ocurre en ocasiones)
arruinan la vida de los consumidores. Además, tienen el salu-
dable efecto de no llenar las cárceles de infractores no violentos.
Pero ni siquiera estas reformas positivas llegan a la causa pro-
funda de la violencia que acompaña al comercio de drogas. A
menos que también se legalicen la producción y la venta de
droga, la prima de mercado negro seguirá existiendo y las empre-
sas respetuosas de la ley mantendrán distancia del comercio.
Dicho de otro modo, el comercio de drogas permanecerá en
manos de criminales que no temen recurrir al soborno, la inti-
midación y  el asesinato.

A causa de su proximidad al enorme mercado de Estados
Unidos, México seguirá siendo un lugar estratégico para esa vio-
lencia relacionada con la droga. Mediante su compromiso inter-
no con la prohibición, Estados Unidos está generando el riesgo
de que los cárteles de la droga acumulen el poder necesario para
desestabilizar a su vecino del sur. Sus efectos en el Gobierno y
la sociedad de México ya han alcanzado niveles preocupantes. Y

lo peor es que la carnicería que conlleva el mercado negro de la
droga no respeta fronteras. La alarmante violencia que convul-
siona a México podría convertirse en parte de la vida cotidiana
de las comunidades de Estados Unidos si los cárteles empiezan
a mostrar su poderío al norte de la frontera.

Cuando Estados Unidos y otros países analicen si deben
persistir en la estrategia de prohibición de las drogas, deben
tener en cuenta todos los costos sociales potenciales, nacionales
e internacionales71. No hay duda de que el abuso de drogas cons-
tituye uno de los problemas más graves de salud pública, y sus
costos sociales son considerables. Pero al prohibir el comercio
de drogas se crean distorsiones económicas y una oportunidad
para que los elementos más desagradables pasen a ocupar posi-
ciones dominantes. La prohibición de las drogas conduce
inevitablemente a una orgía de corrupción y violencia. Esos cos-
tos sociales son aún peores, y esa realidad se está volviendo
demasiado evidente en México.

La única estrategia viable para poner coto al creciente caos
en México es reducir drásticamente los flujos de ingresos poten-
ciales que perciben las organizaciones narcotraficantes. Dicho de
otro modo, Estados Unidos debe reducir el financiamiento de
los cárteles mediante la legalización de las drogas actualmente
ilegales. Si Washington abandonara el modelo de prohibición,
probablemente lo seguirían otros países de la comunidad inter-
nacional. De ese modo, los márgenes de utilidad del comercio de
drogas se asemejaría al de otros productos legales, y las empre-
sas legítimas cobrarían protagonismo en el mercado. Eso es pre-
cisamente lo que ocurrió cuando Estados Unidos puso fin a su
quijotesca cruzada contra el alcohol en 1933. Para revertir la cre-
ciente tragedia de la violencia relacionada con las drogas en
México, hoy Washington debe adoptar una dirección similar.

1 Véase Ted Galen Carpenter, Bad Neighbor Policy: Washington’s
Futile War on Drugs in Latin America, New York,
Palgrave/Macmillan, 2003, capítulo 7.
2 Colleen W. Cook, Congressional Research Service Report for
Congress: Mexico’s Drug Cartels, Washington, Library of
Congress, 16 de octubre, 2007, págs. 2–4. También véase John P.
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